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Con respeto por la mayoría, aclaro mi voto respecto de aquella mención que se hace en la página 16 del fallo, en el sentido de que era improcedente el llamamiento en garantía que Salud Total EPS SA le hizo a la Clínica Los Rosales SA, pues en virtud de la solidaridad legal entre ellas, ampliamente explicada en el aparte de los presupuestos sustanciales, solo podría considerarse el uso de esa figura en el caso de que la demandada hubiese sido únicamente una de ellas, lo que aquí no ocurrió, es decir, que no era necesario, porque la IPS ya estaba notificada y había contestado. 

Lo que se dijo en el acápite de presupuestos sustanciales es que las demandadas, EPS y Clínica, están legitimadas en la causa por pasiva y que deben responder solidariamente por los daños causados. Eso no se discute. Pero, esa sola circunstancia no puede llevar a la conclusión de que el llamamiento en garantía que hizo la EPS a la Clínica, sea improcedente, aun cuando ya apareciera como demandada, porque allí la relación sustancial es diversa. Dicho en otros términos, cuando hay de por medio un llamamiento en garantía, el juez debe resolver dos relaciones sustanciales: la del demandante frente al demandado, y la de este en relación con su llamado en garantía, que solo podría resultar implicado, en la medida en que al llamante se le imponga una condena. 

En vista de la solidaridad que se pregona, es claro que ambas entidades podían ser citadas como demandadas, como ocurrió; pero también lo es, para el suscrito, que la EPS, que tiene celebrado un contrato de prestación de servicios con la Clínica, pueda eventualmente discutir, frente a ella, no en relación con el demandante, que por haber incumplido los términos del contrato celebrado, debe compensarle lo que, a su vez, se le haya ordenado pagar a la víctima. Y para ello, pudo llamarla en garantía, según lo hizo y era menester un pronunciamiento concreto de parte de la Sala que revocó la sentencia e impuso las condenas respectivas. 

Pensar de otro modo sería tanto como señalar que una EPS no podría accionar contra una IPS, después de haber sido condenada en un proceso de responsabilidad civil, si le logra demostrar que la culpa fue suya y que en la falla del servicio nada tuvo que ver la entidad promotora. Una cosa es que esta deba responderle a la víctima, por cuanto, como se dijo en el fallo, la ley le impone la obligación de velar porque el servicio sea adecuado, y otra, que no pueda ejercer una acción contra quien realmente faltó a las reglas de la ley médica y con ello comprometió su responsabilidad. Una de las formas de hacerlo, es mediante el llamamiento en garantía. 

Ahora, que se pueda concluir que ambas entidades concurrieron a ocasionar el daño, solo se traduciría en que, entonces, las pretensiones del llamamiento en garantía fracasan, pero no en que esa figura sea improcedente, simplemente porque el llamado ya está notificado como demandado. Aunque el CPC no preveía explícitamente la situación, nada se oponía a que ello ocurriera, tal cual lo establece hoy el CGP en el parágrafo del artículo 66, que algunos han dado en concluir que contiene, creo que equivocadamente, la denominada demanda de coparte. 

Dejo así aclarado mi voto. 

Pereira, mayo 30 de 2017
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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